
Expte.: SC.0063.GR/02.

Beneficiario: Tecterra, S. Coop. And.

Importe: 26.240,63 euros.

Expte.: SC.0064.GR/02.

Beneficiario: Dagonan, S. Coop. And.

Importe: 14.224,25 euros.

Expte.: SC.0069.GR/02.

Beneficiario: M. Ramos Consulting, SLL.

Importe: 14.651,88 euros.

Expte.: SC.0071.GR/02.

Beneficiario: La Barrica, S. Coop. And.

Importe: 33.593,99 euros.

Granada, 24 de marzo de 2003.- El Delegado, Angel Javier

Gallego Morales.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

ACUERDO de 25 de marzo de 2003, del Consejo
de Gobierno, por el que se aprueba la Modificación de
las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal de
Morón de la Frontera (Sevilla) en el ámbito de los terre-
nos de la feria.

El Ayuntamiento de Morón de la Frontera (Sevilla) ha trami-

tado la Modificación de las Normas Subsidiarias de Planeamiento

Municipal de ese municipio en el ámbito de los terrenos de la

Feria, que tiene por objeto el cambio de calificación de suelo de

parte de dichos terrenos, que pasan de Sistema General de Areas

Libres-Recinto Ferial a la de Uso Recreativo-Comercial con el fin

de permitir la implantación de una plaza de toros.

Las aprobaciones inicial y provisional de esta Modificación

se realizaron por Acuerdos del Pleno del Ayuntamiento de 29

de diciembre de 1999 y 7 de febrero de 2001, respectivamente,

aprobándose un Anexo a la documentación principal con fecha

21 de junio de 2002.

De conformidad con la Disposición Transitoria Cuarta de la

Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de

Andalucía, los procedimientos relativos a los Planes y restantes

instrumentos de ordenación urbanística en los que, en el momento

de entrada en vigor de esta Ley haya recaído  aprobación inicial,

continuarán tramitándose conforme a la ordenación de dichos

procedimientos y de las competencias administrativas conteni-

das en la legislación sobre Régimen del Suelo y Ordenación

Urbana, General y Autonómica, vigente en el referido momento.

Dado que la aprobación inicial de la Modificación de refe-

rencia se produjo con anterioridad al día 20 de enero de 2003,

fecha de entrada en vigor de la Ley 7/2002 de Ordenación

Urbanística de Andalucía, resulta de aplicación lo dispuesto en

la citada Disposición Transitoria, y en consecuencia el presente

procedimiento se resolverá con arreglo a lo dispuesto en el

Artículo Unico de la Ley 1/1997, de 18 de junio, por la que se

adoptan con carácter urgente y transitorio disposiciones en mate-

ria de Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (artículo 129

del TRLS92) que establece que la aprobación definitiva de las

modificaciones de planeamiento que afecten a zonas verdes o

espacios libres corresponde al órgano ejecutivo superior de natu-

raleza colegiada de la Comunidad Autónoma, previo informe

favorable del Consejero competente por razón de la materia y

del Consejo de Estado u órgano autonómico que corresponda.

Asimismo el Decreto 77/1994, de 5 de abril, modificado

por el Decreto 102/1999 de 27 de abril, que regula el ejerci-

cio de las competencias de la Junta de Andalucía en materia

de Ordenación del Territorio y Urbanismo, atribuye en su artículo

4.3.1 la competencia para esta aprobación al Consejo de

Gobierno y la de informe, en el artículo 5.2.15, al Consejero de

Obras Públicas y Transportes, si bien esta competencia ha sido

delegada en la Directora General de Ordenación del Territorio

y Urbanismo mediante la Orden de 21 de marzo de 2002, de

delegación de competencias en materia de Ordenación del

Territorio y Urbanismo.

La Ley 8/1993, de 19 de octubre, de creación del Consejo

Consultivo de Andalucía, atribuye en su artículo 16.8.d  a este

Organo la competencia para la emisión de dictamen en este

tipo de modificación del planeamiento urbanístico.

En desarrollo de los anteriores preceptos, con fecha 20 de

julio de 2001 la Consejera de Obras Públicas y Transportes

informó favorablemente esta Modificación completándose con

posterioridad con informe de la Directora General de Ordenación

del Territorio y Urbanismo de 12 de julio de 2002; asimismo,

con fecha 4 de diciembre de  2002 ha sido emitido Dictamen

favorable por el Consejo Consultivo de Andalucía.

En virtud de los antecedentes expuestos, a propuesta de

la Consejera de Obras Públicas y Transportes, de acuerdo con

el Consejo Consultivo de Andalucía, el Consejo de Gobierno en

su reunión del día 25 de marzo de 2003

A C U E R D A

Primero. Aprobar definitivamente la Modificación de las

Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal de Morón de

la Frontera (Sevilla) en el ámbito de los terrenos de la Feria.

Segundo. Este Acuerdo se publicará en el Boletín Oficial

de la Junta de Andalucía, según lo previsto en el artículo 29

del Decreto 77/1994 y se notificará al Ayuntamiento de Morón

de la Frontera (Sevilla).

Contra el presente Acuerdo, que pone fin a la vía adminis-

trativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo, en

el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente al de

su publicación o, en su caso, notificación, ante la correspon-

diente Sala del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, de

conformidad con lo previsto en los artículos 10 y 46 de la Ley

29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Conten-

ciosa Administrativa y con cumplimiento de los requisitos pre-

vistos en la mencionada Ley. Todo ello sin perjuicio de que pueda

ejercitar cualquier otro recurso que estime procedente.

Sevilla, 25 de marzo de 2003

MANUEL CHAVEZ GONZALEZ

Presidente de la Junta de Andalucía

CONCEPCION GUTIERREZ DEL CASTILLO

Consejera de Obras Públicas y Transportes

CONSEJERIA DE SALUD

ORDEN de 7 de abril de 2003, por la que se deter-
minan los servicios mínimos de las empresas, entida-
des o instituciones públicas o privadas que prestan un
servicio esencial a la comunidad en el sector sanitario
en la huelga de dos horas convocada por la Unión
General de Trabajadores (UGT) el día 10 de abril de
2003.

Por la Unión General de Trabajadores (UGT) ha sido con-

vocada huelga de dos horas que, en su caso, podrá afectar a

los trabajadores del sector sanitario público y privado de la

Comunidad Autónoma Andaluza el día 10 de abril de 2003

desde las 0,00 horas a las 24,00 horas.
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Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a los

trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus inte-

reses, también contempla la regulación legal del establecimiento

de garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los

servicios esenciales de la comunidad; y el artículo 10 del Real

Decreto 17/1997, de 4 de marzo, de Relaciones de Trabajo,

faculta a la Administración para, en los supuestos de huelgas

de empresas encargadas de servicios públicos o de reconocida

e inaplazable necesidad, acordar las medidas necesarias a fin

de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y

33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-

ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esencia-

les de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente

por la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo,

y ratificada en la de 29 de abril de 1993.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración

de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de

la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una

razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-

guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,

evitando que los servicios esenciales establecidos supongan

un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-

curando que el interés de la comunidad sea perturbado por la

huelga solamente en términos razonables».

Es claro que los trabajadores del sector sanitario tanto

público como privado, prestan un servicio esencial para la

comunidad, cuya paralización puede afectar a la salud y a la

vida de los usuarios de la sanidad pública, y por ello la

Administración se ve compelida a garantizar el referido servi-

cio esencial mediante la fijación de los servicios mínimos en

la forma que por la presente Orden se determina, por cuanto

que la falta de protección del referido servicio prestado por

dicho personal colisiona frontalmente con los derechos a la

vida y a la salud proclamados en los artículos 15 y 43 de la

Constitución Española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto

a fin de hallar solución al mismo y en su caso, consensuar los

servicios mínimos necesarios, de acuerdo con lo que disponen

los preceptos legales aplicables, artículos 28.2, 15 y 43 de la

Constitución; artículo 10.2 del Real Decreto Ley 17/1977, de

4 de marzo; artículo 17.2 del Estatuto de Autonomía de

Andalucía; Real Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre;

Acuerdo del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía de

26 de noviembre de 2002; y la doctrina del Tribunal Constitu-

cional relacionada,

D I S P O N G O

Artículo 1. La situación de huelga que podrá afectar a todos

los trabajadores del sector sanitario tanto público como privado

convocada para el día 10 de abril de 2003 desde las 00,00 a

las 24,00 horas, se entenderá condicionada, una vez oídas las

partes afectadas, al mantenimiento de los mínimos estricta-

mente necesarios para el funcionamiento de este servicio, según

se recoge en anexo I.

Articulo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte

del personal necesario para el mantenimiento de los servicios

esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales

a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto Ley 17/1977,

de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limita-

ción alguna de los derechos que la normativa reguladora de la

huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tampoco

respecto de la tramitación y efectos de las peticiones que la

motiven.

Artículo 4. Sin perjuicio de lo que establecen los artículos

anteriores, deberán observarse las normas legales y regla-

mentarias vigentes en materia de garantias de los usuarios de

establecimientos sanitarios, así como se garantizará, finalizada

la huelga, la reanudación normal de la actividad.

Artículo 5. La presente Orden entrará en vigor el mismo

día de su publicación en el Boletin Oficial de la Junta de

Andalucía.

Sevilla, 7 de abril de 2003

FRANCISCO VALLEJO SERRANO

Consejero de Salud

ANEXO I

Se mantendrán los servicios mínimos que normalmente

se prestan un día festivo, debiendo quedar garantizada, en todo

caso, la prestación de transporte y la atención a pacientes no

hospitalizados afectos a procesos que por su morbilidad requie-

ran asistencia, como son los tratamientos de radioterapia, qui-

mioterapia y diálisis.

ORDEN de 7 de abril de 2003, por la que se deter-
minan los servicios mínimos de las empresas, entida-
des o instituciones públicas o privadas que prestan un
servicio esencial a la comunidad en el sector sanitario
en la huelga convocada por la Confederación General
del Trabajo (CGT) el día 10 de abril de 2003.

Por la Confederación General del Trabajo (CGT) ha sido

convocada huelga que, en su caso, podrá afectar a los traba-

jadores del sector sanitario público y privado de la Comunidad

Autónoma Andaluza el día 10 de abril de 2003 desde las 0,00

horas a las 24,00 horas.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a los

trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus inte-

reses, también contempla la regulación legal del establecimiento

de garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los

servicios esenciales de la comunidad; y el artículo 10 del Real

Decreto 17/1997, de 4 de marzo, de Relaciones de Trabajo,

faculta a la Administración para, en los supuestos de huelgas

de empresas encargadas de servicios públicos o de reconocida

e inaplazable necesidad, acordar las medidas necesarias a fin

de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y

33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-

ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esencia-

les de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente

por la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo

y ratificada en la de 29 de abril de 1993.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración

de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de

la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una

razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-

guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,

evitando que los servicios esenciales establecidos supongan

un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-

curando que el interés de la comunidad sea perturbado por la

huelga solamente en términos razonables».

Es claro que los trabajadores del sector sanitario tanto

público como privado, prestan un servicio esencial para la

comunidad, cuya paralización puede afectar a la salud y a la

vida de los usuarios de la sanidad pública, y por ello la

Administración se ve compelida a garantizar el referido servi-

cio esencial mediante la fijación de los servicios mínimos en

la forma que por la presente Orden se determina, por cuanto

que la falta de protección del referido servicio prestado por

dicho personal colisiona frontalmente con los derechos a la
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